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PROYECTO DE LEY NÚMERO 89 DE 2016  
SENADO

por la cual se garantiza la estabilidad laboral refor-
zada de los miembros de la Fuerza Pública con dis-
minución de la capacidad psicofísica y se dictan otras 

disposiciones.

Objeto de la ley.

Estabilidad laboral reforzada.

Capacidades psicofísicas remanentes.

Aptitud psicofísica para permanencia 
en el servicio. 

Viabilidad del concepto ineptitud psi-
cofísica.



Promoción profesional.

Deber de capacitación.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. INTRODUCCIÓN

estabilidad reforzada 

2. ANTECEDENTES
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 “condiciones sicofísicas para 
el integro y permanencia en el servicio, teniendo en 
cuenta su categoría y cargo” 

“apto, aplazado y no apto”

Es apto el que presente condiciones sicofísicas que 
-

dad militar, policial y civil correspondiente a su cargo, 
empleo o funciones.

Será aplazado el que presente alguna lesión o en-
fermedad y que, mediante, pueda recuperar su capaci-
dad sicofísica para el desempeño del cargo, empleo o 
funciones.

-
ción sicofísica, que no le permita desarrollar normal y 

-
rrespondiente a su cargo, empleo o funciones 

“de la 
-

nerales de no aptitud”

Artículo 47. Grupos que contemplan lesiones y 
afecciones causales de no aptitud. Establécese los si-
guientes grupos que contemplan las lesiones o afeccio-
nes, que ocasionan causales de no aptitud para ingreso 
y permanencia en el servicio:

Grupo 1. Cráneo.
Grupo 2. Boca, nariz, laringe y tráquea.
Grupo 3. Oídos y audición.
Grupo 4. Dental.
Grupo 5. Pulmones y tórax.
Grupo 6. Ojos.
Grupo 7. Corazón y sistema vascular.
Grupo 8. Sangre, órganos hematopoyéticos.
Grupo 9. Aparato digestivo.
Grupo 10. Aparato génito-urinario.
Grupo 11. Sistema Nervioso.
Grupo 12. Enfermedades mentales.
Grupo 13. Extremidades.
Grupo 14. Columna vertebral, costillas y articula-

ción sacro-ilíaca.
Grupo 15. Piel y tejidos.
Grupo 16. Glándulas endocrinas, metabolismo.
Grupo 17. Enfermedad sistémica.
Grupo 18. Tumores y enfermedades malignas.
Grupo 19. Enfermedades venéreas.
Grupo 20. Misceláneas.
Grupo 21. Enfermedades de origen biológico.

“a) Impiden que el individuo reali-
ce satisfactoriamente sus funciones en la vida militar 
o policial; b) La salud o bienestar del individuo peli-
gra al permanecer en la vida militar o policial; c) La 
permanencia del individuo en la vida militar o policial 
perjudica los intereses del Estado.”.

“esta-
bilidad reforzada”.

“el conjunto de habilidades, destrezas, aptitudes y 
potencialidades de orden físico y psicológico que 
deben reunir las personas a quienes se les aplique 
el presente decreto, para ingresar y permanecer en 
el servicio, en consideración a su cargo, empleo o 
funciones. La capacidad sicofísica del personal de 
que trata el presente decreto será valorada con cri-
terios laborales y de salud ocupacional, por parte 
de las autoridades médico-laborales de las Fuerzas 
Militares y de la Policía Nacional”.

“criterios laborales y de salud ocupacional”



3. ESTADO ACTUAL DE COSAS

3.1. Número de miembros de Fuerza Pública 
diagnosticados con disminución de su capacidad 
psicofísica por las autoridades médico-laborales, a 
consecuencia de lesiones o afecciones adquiridas en 
el servicio, por causa y razón del mismo, así como 
por acción directa del enemigo, en tareas de mante-
nimiento o restablecimiento  del orden público.

3.2. Número de miembros Fuerza Pública decla-
rados No Aptos para el servicio.

3.3. Número de miembros Fuerza Pública no 
ascendidos por disminución capacidad psicofísica.
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3.4. Soldados profesionales e infantes de marina 
profesionales retirados del servicio por disminución 
de la capacidad psicofísica inferior al porcentaje 
previsto para acceder a pensión de invalidez.

“De acuerdo a la información remitida por la je-
fatura de desarrollo humano del Ejército Nacional, 
esta institución ha retirado del servicio por diferentes 
causales a 1.878 soldados profesionales que presen-
taron una disminución de la capacidad psicofísica 
que fue inferior al porcentaje previsto para acceder 
a la pensión de invalidez (50%DCL). Por su parte, la 
Armada Nacional ha retirado del servicio a 87 infan-
tes de marina…”.

“El artículo 23 del Decreto 1795 de 2000, norma 

Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, no referen-
cia a quienes no estén activos en el servicio y que no 
gocen de asignación de retiro o de pensión. Por ello, 
en el caso de los miembros retirados del servicio por 
razón de la disminución de su capacidad sin derecho a 
asignación de retiro o pensión, cuentan con un periodo 
de protección de cuatro (4) semanas adicionales, con-
tadas desde la fecha de retiro, en las cuales se mantie-

.
3.5. Número de miembros soldados profesionales 

e infantes de marina profesionales con disminución 
de la capacidad psicofísica reubicados laboralmente.

3.6. Número de miembros de la Fuerza Pública, 
con disminución de su capacidad psicofísica, bene-

-
nológica y superior previstos en la respectiva fuerza 
y la Policía Nacional.

4. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE LEY



Per-
sonas con Discapacidad, 
físicas, mentales, intelectuales o sensoriales, a largo 
plazo, que al interactuar con diversas barreras, pue-
dan impedir su participación plena y efectiva en la so-
ciedad, en igualdad de condiciones con los demás”. 

Artículo 4°
Obligaciones generales

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y 
promover el pleno ejercicio de todos los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales de las personas 
con discapacidad sin discriminación alguna por mo-

comprometen a:
a) Adoptar todas las medidas legislativas, adminis-

trativas y de otra índole que sean pertinentes para ha-
cer efectivos los derechos reconocidos en la presente 
Convención;

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas 

reglamentos, costumbres y prácticas existentes que 
constituyan discriminación contra las personas con 
discapacidad;

c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los 
programas, la protección y promoción de los derechos 
humanos de las personas con discapacidad;

d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incom-
patibles con la presente Convención y velar por que las 
autoridades e instituciones públicas actúen conforme a 
lo dispuesto en ella;

e) Tomar todas las medidas pertinentes para que 
ninguna persona, organización o empresa privada dis-
criminen por motivos de discapacidad;

f) Emprender o promover la investigación y el de-
sarrollo de bienes, servicios, equipo e instalaciones de 

-
culo 2° de la presente Convención, que requieran la 
menor adaptación posible y el menor costo para satis-

discapacidad, promover su disponibilidad y uso, y pro-
mover el diseño universal en la elaboración de normas 
y directrices;

g) Emprender o promover la investigación y el 
desarrollo, y promover la disponibilidad y el uso de 
nuevas tecnologías, incluidas las tecnologías de la in-
formación y las comunicaciones, ayudas para la mo-
vilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo 
adecuadas para las personas con discapacidad, dando 
prioridad a las de precio asequible;

h) Proporcionar información que sea accesible 
para las personas con discapacidad sobre ayudas a la 
movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apo-

yo, incluidas nuevas tecnologías, así como otras for-
mas de asistencia y servicios e instalaciones de apoyo;

i) Promover la formación de los profesionales y el 
personal que trabajan con personas con discapacidad 
respecto de los derechos reconocidos en la presente 

servicios garantizados por esos derechos.
2. Con respecto a los derechos económicos, socia-

les y culturales, los Estados Partes se comprometen 
a adoptar medidas hasta el máximo de sus recursos 
disponibles y, cuando sea necesario, en el marco de 
la cooperación internacional, para lograr, de manera 
progresiva, el pleno ejercicio de estos derechos, sin 
perjuicio de las obligaciones previstas en la presente 
Convención que sean aplicables de inmediato en virtud 
del derecho internacional.

3. En la elaboración y aplicación de legislación y 
políticas para hacer efectiva la presente Convención, 
y en otros procesos de adopción de decisiones sobre 
cuestiones relacionadas con las personas con disca-
pacidad, los Estados Partes celebrarán consultas es-
trechas y colaborarán activamente con las personas 
con discapacidad, incluidos los niños y las niñas con 
discapacidad, a través de las organizaciones que las 
representan.

4. Nada de lo dispuesto en la presente Conven-
ción afectará a las disposiciones que puedan facilitar, 
en mayor medida, el ejercicio de los derechos de las 

legislación de un Estado Parte o en el derecho interna-
cional en vigor en dicho Estado.

No se restringirán ni derogarán ninguno de los de-
rechos humanos y las libertades fundamentales reco-
nocidos o existentes en los Estados Partes en la presen-
te Convención de conformidad con la ley, las conven-
ciones y los convenios, los reglamentos o la costumbre 
con el pretexto de que en la presente Convención no se 
reconocen esos derechos o libertades o se reconocen 
en menor medida.

5. Las disposiciones de la presente Convención se 
aplicarán a todas las partes de los Estados federales 
sin limitaciones ni excepciones.”.

Artículo 27
Trabajo y empleo

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las 
personas con discapacidad a trabajar, en igualdad de 
condiciones con las demás; ello incluye el derecho a 
tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un 
trabajo libremente elegido o aceptado en un mercado 
y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y 
accesibles a las personas con discapacidad. Los Esta-
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dos Partes salvaguardarán y promoverán el ejercicio 
del derecho al trabajo, incluso para las personas que 
adquieran una discapacidad durante el empleo, adop-
tando medidas pertinentes, incluida la promulgación 
de legislación, entre ellas:

a) Prohibir la discriminación por motivos de disca-
pacidad con respecto a todas las cuestiones relativas a 
cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones 
de selección, contratación y empleo, la continuidad en 
el empleo, la promoción profesional y unas condicio-
nes de trabajo seguras y saludables;

b) Proteger los derechos de las personas con disca-
pacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a 
condiciones de trabajo justas y favorables, y en parti-
cular a igualdad de oportunidades y de remuneración 
por trabajo de igual valor, a condiciones de trabajo 
seguras y saludables, incluida la protección contra el 
acoso, y a la reparación por agravios sufridos;

c) Asegurar que las personas con discapacidad 
puedan ejercer sus derechos laborales y sindicales, en 
igualdad de condiciones con las demás;

d) Permitir que las personas con discapacidad ten-
gan acceso efectivo a programas generales de orien-
tación técnica y vocacional, servicios de colocación y 
formación profesional y continua;

e) Alentar las oportunidades de empleo y la promo-
ción profesional de las personas con discapacidad en 
el mercado laboral, y apoyarlas para la búsqueda, ob-
tención, mantenimiento del empleo y retorno al mismo;

f) Promover oportunidades empresariales, de em-
pleo por cuenta propia, de constitución de cooperati-
vas y de inicio de empresas propias;

g) Emplear a personas con discapacidad en el sec-
tor público;

h) Promover el empleo de personas con discapaci-
dad en el sector privado mediante políticas y medidas 
pertinentes, que pueden incluir programas de acción 

i) Velar porque se realicen ajustes razonables para 
las personas con discapacidad en el lugar de trabajo;

j) Promover la adquisición por las personas con 
discapacidad de experiencia laboral en el mercado de 
trabajo abierto;

k) Promover programas de rehabilitación vocacio-
nal y profesional, mantenimiento del empleo y reincor-
poración al trabajo dirigidos a personas con discapa-
cidad.

2. Los Estados Partes asegurarán que las perso-
nas con discapacidad no sean sometidas a esclavitud 
ni servidumbre y que estén protegidas, en igualdad de 
condiciones con las demás, contra el trabajo forzoso u 
obligatorio.

Artículo III
Para lograr los objetivos de esta Convención, los 

Estados Parte se comprometen a:
1. Adoptar las medidas de carácter legislativo, 

social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, 

necesarias para eliminar la discriminación contra las 
personas con discapacidad y propiciar su plena inte-
gración en la sociedad, incluidas las que se enumeran 
a continuación, sin que la lista sea taxativa:

a) Medidas para eliminar progresivamente la dis-
criminación y promover la integración por parte de 
las autoridades gubernamentales y/o entidades priva-
das en la prestación o suministro de bienes, servicios, 
instalaciones, programas y actividades, tales como el 
empleo, el transporte, las comunicaciones, la vivienda, 
la recreación, la educación, el deporte, el acceso a la 
justicia y los servicios policiales, y las actividades po-
líticas y de administración;

-
talaciones que se construyan o fabriquen en sus terri-
torios respectivos faciliten el transporte, la comunica-
ción y el acceso para las personas con discapacidad;

c) Medidas para eliminar, en la medida de lo posi-
ble, los obstáculos arquitectónicos, de transporte y co-

el acceso y uso para las personas con discapacidad, y
d) Medidas para asegurar que las personas encar-

gadas de aplicar la presente Convención y la legis-
lación interna sobre esta materia, estén capacitados 
para hacerlo.

2. Trabajar prioritariamente en las siguientes 
áreas:

a) La prevención de todas las formas de discapaci-
dad prevenibles;

b) La detección temprana e intervención, tratamien-
to, rehabilitación, educación, formación ocupacional y 
el suministro de servicios globales para asegurar un 
nivel óptimo de independencia y de calidad de vida 
para las personas con discapacidad, y

c) La sensibilización de la población, a través de 
campañas de educación encaminadas a eliminar pre-
juicios, estereotipos y otras actitudes que atentan con-
tra el derecho de las personas a ser iguales, propician-
do de esta forma el respeto y la convivencia con las 
personas con discapacidad.

-
cios para los discapacitados o padres de los miembros 
de la Fuerza Pública y se dictan otras disposiciones”

“por medio de la cual se dictan 
normas relacionadas con la rehabilitación integral de 
los miembros de la Fuerza Pública, alumnos de escue-
las de formación de las Fuerzas Militares y sus equiva-
lentes en la Policía Nacional, personal civil del Minis-
terio de la Defensa Nacional y de las Fuerzas Militares 
y personal no uniformado de la Policía Nacional”



Solicitar al Ministerio de 
Defensa Nacional implementar medidas y estrategias 
para la inclusión social de Personas con Disminución 
pertenecientes a la Fuerza Pública.

Estabilidad refor-
zada

derecho a la estabilidad laboral reforzada 

“…en consideración al modelo constitucional y le-
gal propio, así como a los compromisos internacional 
asumidos por el Estado, las personas que han sufrido 
una disminución en su capacidad física tienen derecho 
a la estabilidad laboral reforzada, que implica, entre 
otras cosas “la reubicación que no genere desmejo-
ramiento de las condiciones de empleo, así como la 
búsqueda de alternativas laborales compatibles con su 
situación.” 

“… observa la Sala que la disminución detectada 
corresponde al 11.5% de su capacidad psicofísica, 
porcentaje que de acuerdo con los conceptos emitidos 
por el médico tratante no impedía que el accionante 
se desempeñara laboralmente dentro de la institución, 
pero como consecuencia de la sintomatología y del 
tratamiento que recibía, se recomendó que no portara 
armas y que evitara el trabajo nocturno para procurar 
su mejoría.

Aunado a lo anterior, se advierte que el accionante 
con posterioridad al inicio del tratamiento psiquiátri-
co, estuvo prestando sus servicios en diversas áreas 
con buenos resultados y acatando las órdenes correc-
tamente, sin que su condición síquica obstaculizara el 
desempeño de sus labores.

Concluyó la Corte en esa ocasión que cuando la 
Junta Médica Laboral de la Policía Nacional recomen-
dó el retiro del accionante por considerar que su dismi-
nución psicofísica le impedía continuar prestando sus 
servicios a la Institución, se vulneraron los derechos a 
la dignidad humana, al trabajo, al debido proceso, a 
la seguridad social, a la salud y al mínimo vital, por 

cuanto aún estaba apto para ejercer otras labores den-
tro de la institución. 

Estabilidad la-
boral reforzada, 

sin distingo de la naturaleza jurídica del 
vínculo, 

La permanencia en el empleo (…) luego de haber 
adquirido la respectiva limitación física sensorial o 
sicológica, como medida de protección especial y en 
conformidad con su capacidad laboral.

(…) el principio de estabilidad reforzada en el em-
pleo se predica de todos los trabajadores, sin distingo 
de la naturaleza del vínculo (…) 

.

estabilidad laboral 
reforzada, 

“capacidades psi-
cofísicas remanentes”
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 90 DE 2016  
SENADO

por la cual se establece un trato humanitario a miem-
bros de la Fuerza Pública con disminución de su ca-
pacidad psicofísica privados de la libertad y se dictan 

otras disposiciones.

Objeto de la ley.

Alcance del tratamiento.

Detención preventiva.



Ejecución de la pena privativa de la 
libertad

Revocatoria de la medida sustitutiva.

Extinción de la sanción

judiciales.

Vigencia

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. INTRODUCCIÓN
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2. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE LEY
“La jurisprudencia de esta Corporación ha señala-

do que las personas privadas de la libertad se encuen-
tran en una situación de especial vulnerabilidad que 
impone especiales deberes al Estado.” 

2.1. Dignidad Humana

digni-
dad humana

Estado-indivi-
duo 

digni-
dad humana, 

las personas privadas de la libertad se en-
cuentran en una situación de especial vulnerabilidad 
que impone especiales deberes al Estado. 

el res-
peto por la dignidad humana constituye el pilar central 
de la relación entre el Estado y la persona privada de 
la libertad. 



dignidad humana

i

ii

iii

Toda persona privada de libertad será tratada 
con el respeto debido a la dignidad inherente al ser 
humano

Artículo 1°. Dignidad humana. 

Artículo 1°. Dignidad humana. 

Artículo 1°. Dignidad humana. 

Artículo 8°. Reconocimiento de la dignidad hu-
mana. 

Artículo 6°. Reconocimiento de la dignidad hu-
mana. 

Artículo 15. Reconocimiento de la dignidad huma-
na. 

Artículo 1°. Dignidad humana. 

Artículo 5°. Respeto a la dignidad humana. 

dignidad humana 
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2.2. Personas con discapacidad psicofísica: po-
blación de especial protección.

Personas 
con Discapacidad, 
mentales, intelectuales o sensoriales, a largo plazo, que 
al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su 
participación plena y efectivo en la sociedad, en igualdad 
de condiciones con los demás.” 

Artículo 4°
Obligaciones generales



Artículo III

por medio de la cual se es-
-

dres de los miembros de la Fuerza Pública y se dictan 
otras disposiciones

por medio de la cual se dictan 
normas relacionados con la rehabilitación integral de 
los miembros de la Fuerza Pública, alumnos de escuelas 
de formación de las Fuerzas Militares y sus equivalentes 
en la Policía Nacional, personal civil del Ministerio de 
la Defensa Nacional y de las Fuerzas Militares y perso-
nal no uniformado de la Policía Nacional;

uso de la prisión preven-
tiva en las Américas 

Aplicación de otras medidas cautelares distintas 
de la prisión preventiva
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.
2.3. Alcance del proyecto de ley
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